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Época: Décima Época  
Registro: 2018474  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: PC.I.C. J/81 C (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL AMPARO CONTRA UNA MEDIDA CAUTELAR CONCEDIDA POR 
AUTORIDAD JUDICIAL. LA PROHIBICIÓN PARA DECRETARLA, PREVISTA EN EL PENÚLTIMO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 128 DE LA LEY DE AMPARO, SÓLO ESTÁ REFERIDA A 
DETERMINACIONES EMITIDAS EN EL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO 
(INTERPRETACIÓN TELEOLÓGICA). 
 
El párrafo citado establece que no serán objeto de suspensión las órdenes o medidas de protección 
dictadas en términos de la legislación aplicable por alguna autoridad administrativa o jurisdiccional para 
salvaguardar la seguridad o integridad de una persona y la ejecución de una técnica de investigación o 
medida cautelar concedida por autoridad judicial. Ahora bien, de una interpretación teleológica, se 
advierte que la adición de esa porción normativa obedeció a la necesidad de atender a la reforma 
constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008 que instauró un 
nuevo sistema de justicia penal; por ello, considerar que dicho párrafo rige también para medidas 
cautelares dictadas en procesos civiles o mercantiles, sería contrario a la intención que se infiere de la 
exposición de motivos del decreto que reformó, adicionó y derogó diversas disposiciones de la Ley de 
Amparo y de otros ordenamientos legales, publicado en el medio de difusión oficial indicado el 17 de 
junio de 2016, en cuanto a adecuarlos para coadyuvar a la mejor operación y funcionamiento del 
sistema penal, máxime que uno de sus fundamentos es el decimocuarto párrafo del artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del que deriva que los Jueces de Control 
resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, 
providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad. De acuerdo con lo anterior, la 
prohibición para decretar la suspensión en el amparo contra una medida cautelar concedida por 
autoridad judicial, contenida en el penúltimo párrafo del artículo 128 de la Ley de Amparo, se refiere a 
determinaciones emitidas en procedimientos penales de corte acusatorio y no en procesos civiles, lato 
sensu, que merecen un tratamiento jurídico diverso, conforme a la jurisprudencia 1a./J. 53/2017 (10a.), 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: 
"SUSPENSIÓN DEFINITIVA. HAY CASOS EN LOS QUE ES POSIBLE OTORGARLA CONTRA 
MEDIDAS CAUTELARES DICTADAS EN PROCESOS CIVILES O MERCANTILES." 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018465  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 119/2018 (10a.)  
 
RECUSACIÓN DE LOS JUZGADORES DE AMPARO. PUEDE PLANTEARSE AUN DESPUÉS DE 
QUE EL ASUNTO EN EL QUE SE FORMULE SE HAYA LISTADO PARA SER VISTO EN SESIÓN. 
 
El artículo 51 de la Ley de Amparo establece diversas causas de impedimento por las cuales los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito, los Jueces de 
Distrito y las autoridades que conozcan de los juicios de amparo, pueden ser recusados por las partes 
para conocer de los asuntos puestos a su consideración, conforme al artículo 52, párrafo segundo, del 
mismo ordenamiento. Al respecto, el legislador no previó un límite temporal para plantear las 
recusaciones, de lo que se infiere que pugnó para que las partes, en cualquier etapa procesal del juicio, 
cuando adviertan en el juzgador alguna condición personal que lo motive a actuar o resolver en 
determinado sentido, puedan manifestarlo y, en su caso, obtener una decisión que lo inhiba de conocer 
del asunto. Por tanto, el derecho de las partes para recusar no se agota con el listado para sesión del 
asunto en el que se alegue la configuración del impedimento, sobre todo porque se advierte que la 
intención es garantizar que, incluso, hasta el último momento previo a la toma de la decisión respectiva, 
sea viable apartar del conocimiento del asunto al juzgador que incurra en alguna causa de impedimento 
para que lo haga otro, tomando en cuenta que el derecho a la justicia imparcial constituye una condición 
esencial de la función jurisdiccional. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018464  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.P.A. J/3 (10a.)  
 
RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR 
LAS AUTORIDADES VINCULADAS AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, QUE NO HAYAN 
SIDO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. 
 
Conforme al artículo 87 de la Ley de Amparo, las autoridades responsables podrán interponer el recurso 
de revisión contra las sentencias que afecten directamente el acto que de cada una se reclame y, 
tratándose de amparo contra normas generales, los titulares de los órganos del Estado a los que se 
encomiende su promulgación o quienes los representen en términos de dicha ley. Por tanto, cuando el 
medio de impugnación mencionado lo interpongan las autoridades vinculadas al cumplimiento de la 
sentencia, que no hayan sido señaladas como responsables en el juicio de amparo indirecto, dicho 
recurso es improcedente y debe desecharse, al carecer de legitimación por no afectarles directamente 
el acto materia de la litis constitucional. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018459  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VI.2o.P. J/2 (10a.)  
 
PRISIÓN PREVENTIVA. LA PENA MÁXIMA COMO ÚNICA RAZÓN PARA JUSTIFICAR SU 
IMPOSICIÓN COMO MEDIDA CAUTELAR, VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE REGLA DE TRATO PROCESAL, CONTENIDO EN LOS 
ARTÍCULOS 20, APARTADO B, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y 7 Y 8 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
 
El artículo 19, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que la prisión preventiva tiene el carácter de excepcional, ya que debe solicitarse cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo 
de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el 
imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito 
doloso. Asimismo, precisa que la prisión preventiva procede oficiosamente cuando se trata de delitos 
muy específicos y de alto impacto, como delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, 
secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así 
como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la Nación, el libre desarrollo de la 
personalidad y la salud. Por su parte, el artículo 20, apartado B, fracción I, de la propia Constitución, 
regula el principio de presunción de inocencia, que implica que toda persona debe ser tratada como 
inocente, mientras no se pruebe su culpabilidad en un juicio mediante una sentencia, impidiendo, en la 
mayor medida posible, la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre 
imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que 
suponga la anticipación de la pena. De igual forma, de los artículos 7 y 8 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos deriva que toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal; 
y que todo inculpado por un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad. En ese orden de ideas, la necesidad de la prisión preventiva en 
función únicamente de la pena de prisión que prevé el hecho delictuoso señalado por la ley como delito, 
deviene contraria a los preceptos constitucionales y tratado internacional invocados, pues atento al 
carácter excepcional de la medida cautelar en análisis, como al principio de presunción de inocencia en 
su vertiente de regla de trato procesal, su imposición con el solo argumento de la penalidad es una 
postura anticipada sin justificación alguna, pues se tiene por cierto que el imputado se sustraerá del 
procedimiento penal con base en la posible imposición de la pena de prisión que el tipo penal sanciona. 
Máxime si se tiene en cuenta que la fracción II del artículo 168 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales expresa que para decidir sobre el peligro de sustracción del imputado, deberá atenderse al 
máximo de la pena que, en su caso, pudiera llegar a imponerse de acuerdo con el delito de que se trate 
y a la actitud que voluntariamente adopte el imputado, de lo que se advierte que el factor relativo al 
máximo de la pena no debe ponderarse aisladamente, sino en conjunto con las circunstancias 
señaladas.  
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018457  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: 2a./J. 107/2018 (10a.)  
 
PRIMERA NOTIFICACIÓN PERSONAL EN EL JUICIO LABORAL. ES INNECESARIO QUE EL 
ACTUARIO HAGA CONSTAR EN EL ACTA RELATIVA LOS ELEMENTOS DE CONVICCIÓN QUE 
TOMÓ EN CUENTA PARA CERCIORARSE DEL DOMICILIO DONDE SE EFECTUÓ, CUANDO ELLO 
SE REALIZÓ EN EL CITATORIO PREVIO, AL CONFORMAR AMBAS DILIGENCIAS UNA UNIDAD 
JURÍDICA. 
 
El artículo 743 de la Ley Federal del Trabajo establece las formalidades que deben observarse durante 
la práctica de la primera notificación personal en el juicio laboral, e inicialmente impone al actuario la 
obligación de cerciorarse de que la persona a notificar habita, trabaja o tiene su domicilio en la casa o 
local señalado en autos para hacer la notificación; no obstante, esa exigencia no implica que para la 
validez de la diligencia deban asentarse en el acta relativa los elementos de convicción tomados en 
cuenta por el actuario para cerciorarse de que el domicilio en el que se constituyó para ese efecto, es el 
señalado en autos y que en él habita o trabaja la persona a notificar, cuando ello se realizó en el 
citatorio previo, en tanto ambos documentos conforman una unidad jurídica, habida cuenta que debe 
agregar copia del citatorio al expediente relativo para que pueda verificarse que la notificación se 
practicó en atención a las formalidades previstas en el numeral citado. Si bien el principio de seguridad 
jurídica impone la obligación de que tanto el acta de notificación como el citatorio contengan los 
elementos de convicción que el actuario tomó en cuenta para cerciorarse del domicilio, lo cierto es que 
ambas diligencias de notificación conforman una unidad jurídica; de ahí que el actuario no está obligado 
a cerciorarse del domicilio al constituirse nuevamente, pues basta con que el acta relativa remita 
expresamente a lo asentado en el citatorio. 
 
SEGUNDA SALA 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018452  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.18o.A. J/7 (10a.)  
 
MULTAS IMPUESTAS POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
DISTRITO FEDERAL (AHORA TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO). PARA LA EFICACIA DE LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DECRETADA CONTRA SU 
COBRO, DEBE GARANTIZARSE EL INTERÉS FISCAL. 
 
Las multas impuestas por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México), se traducen en créditos fiscales, al tratarse de un aprovechamiento, aun cuando no 
figuran expresamente como tal en el Código Fiscal del Distrito Federal, pues se imponen con motivo del 
ejercicio de las funciones de derecho público y ante la inobservancia, violación o abuso de deberes 
relacionados con el acceso, procuración y administración de justicia cometidos tanto por los gobernados 
como por las autoridades en los juicios en que son parte. En esa virtud, la suspensión decretada en el 
amparo en contra de su cobro, se rige por el artículo 135 de la Ley de Amparo y, por ende, para su 
eficacia debe garantizarse el interés fiscal ante la autoridad exactora, en cualquiera de las formas 
permitidas por la ley, por el monto total de la multa. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018451  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A. J/6 (10a.)  
 
MULTAS IMPUESTAS POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 
DISTRITO FEDERAL (AHORA TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO). CONSTITUYEN APROVECHAMIENTOS Y, POR TANTO, SE TRADUCEN EN CRÉDITOS 
FISCALES (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2016). 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 4, 8, 9, 10, 13, 322 Bis y 372 del Código Fiscal del 
Distrito Federal (actualmente, de la Ciudad de México) vigente en 2016, se colige que los 
aprovechamientos pueden derivar no sólo del uso, aprovechamiento o explotación de bienes del 
dominio público distintos de las contribuciones, de los ingresos derivados de financiamiento y de los que 
obtengan las empresas de participación estatal y los organismos descentralizados, sino también de los 
demás ingresos que se perciban por funciones de derecho público. Ahora bien, las multas impuestas 
por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal (ahora Tribunal de Justicia 
Administrativa de la Ciudad de México), se imponen con motivo del ejercicio de las funciones de 
derecho público, ante la inobservancia, violación o abuso de deberes relacionados con el acceso, 
procuración y administración de la justicia cometidos tanto por los gobernados, como por las 
autoridades en los juicios en que son parte, o como medidas de apremio para hacer cumplir las 
determinaciones jurisdiccionales, en términos del artículo 46 de la ley orgánica del tribunal mencionado 
abrogada. En esa virtud, dichas sanciones constituyen aprovechamientos, por ser un ingreso por 
funciones de derecho público de la entidad federativa indicada y, al tener, por analogía, la misma 
calidad que las multas impuestas por las autoridades judiciales, conforme al artículo 1o., apartado 
6.1.2.2, de la Ley de Ingresos del Distrito Federal para el ejercicio fiscal 2016, se traducen en créditos 
fiscales. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018449  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.XVI.C. J/2 C (10a.)  
 
JUICIO SUMARIO HIPOTECARIO. EL ACREEDOR PUEDE PROMOVERLO Y DEMANDAR 
SIMULTÁNEAMENTE TANTO AL DEUDOR PRINCIPAL COMO AL GARANTE HIPOTECARIO PARA 
OBTENER EL PAGO DE SU CRÉDITO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). 
 
De la interpretación sistemática y teleológica del artículo 704-A del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Guanajuato, se advierte que el juicio hipotecario es un procedimiento especial 
sumario que tiene por objeto resolver las controversias que se originen con motivo del pago o prelación 
de las obligaciones garantizadas con hipoteca, en el que el acreedor puede acudir a esa vía privilegiada 
y ejercer las acciones tanto la personal contra el deudor, como la real contra el garante hipotecario, al 
tener como finalidad obtener el pago de las obligaciones que fueron garantizadas con hipoteca; ello, 
porque el artículo 704-E del ordenamiento adjetivo aludido establece expresamente las excepciones 
que puede oponer el demandado, propias y exclusivas del deudor, calidad que no tiene el garante 
hipotecario, quien es un obligado subsidiario; así, en atención al contenido del precepto legal citado en 
primer término, así como a la finalidad del legislador, consistente en agilizar el cumplimiento de 
obligaciones garantizadas con hipoteca, el acreedor puede promover el juicio sumario hipotecario y 
demandar simultáneamente al deudor principal y al garante hipotecario para obtener el pago de su 
crédito, ya sea porque el primero realice el pago o porque, en su defecto, se ordene la ejecución de la 
garantía; sostener lo contrario, implicaría obligar al acreedor a instar, primero, un juicio contra el deudor 
principal para que éste cumpla con la obligación personal que adquirió, y luego otro contra el garante 
hipotecario, con lo que se desnaturalizaría el fin perseguido con la instauración del juicio hipotecario 
como procedimiento privilegiado para obtener el pago de una obligación (cualquiera que sea) a través 
del bien sobre el que se constituyó la garantía real; además de que se incrementaría injustificadamente 
el tiempo de litigio y se contravendría el mandato del artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, relativo a la justicia pronta. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2018445  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de noviembre de 2018 10:34 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T. J/36 (10a.)  
 
CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL DE CERCIORARSE DE QUE EL TRABAJADOR EXHIBA JUNTO CON LA 
DEMANDA EL ÚLTIMO ESTADO DE CUENTA DE AHORRO PARA EL RETIRO QUE REFLEJE LAS 
CANTIDADES DE LA SUBCUENTA QUE RECLAMA, Y NO CUALQUIER OTRO DOCUMENTO, 
ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN QUE AMERITA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 
 
De acuerdo con la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2017 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD 
SOCIAL. ANTE EL INCUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 899-C DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DEBE PREVENIRSE AL ACTOR PARA QUE SUBSANE LAS 
IRREGULARIDADES ADVERTIDAS.", si el actor no cumple con lo previsto por el artículo 899-C de la 
Ley Federal del Trabajo, la autoridad jurisdiccional debe prevenirlo para que lo subsane. Así, tratándose 
de acciones laborales en las que se reclame la devolución y entrega, verbigracia, de la subcuenta de 
vivienda, para cumplir con el requisito de la fracción VI de dicho numeral, no basta con exhibir junto con 
la demanda cualquier documento, sino sólo el que corresponda al "último estado de cuenta de ahorro 
para el retiro", que refleje las cantidades de esa subcuenta, por ser indispensable probar su existencia, 
lo cual debe constatar el tribunal laboral por ser una carga que la ley le impone y, en su caso, prevenir 
al trabajador para que lo exhiba ya que, de no hacerlo, esa omisión actualiza una violación procesal que 
deja sin defensa al trabajador o a sus beneficiarios y trasciende al sentido del fallo, en términos del 
artículo 172, fracción XII, de la Ley de Amparo, que amerita la reposición del procedimiento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES 
PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA EL ACUERDO 
A/058/2017 EMITIDO POR LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA. 
 
El Acuerdo citado, por el que se expide la metodología para determinar el cálculo y ajuste de las tarifas 
finales, así como las tarifas de operación, que aplicarán a la empresa productiva subsidiaria CFE 
(Comisión Federal de Electricidad), Suministrador de Servicios Básicos, durante el periodo que 
comprende del 1 de diciembre de 2017 y hasta el 31 de diciembre de 2018, está vinculado directamente 
con la materia de competencia económica, ya que se trata de la regulación del cálculo de diversas 
tarifas relacionadas con los servicios prestados por la Comisión mencionada, en aras de transitar de 
forma ordenada hacia la operación del mercado eléctrico mayorista eficiente y competitivo, lo que lleva 
implícitas la aplicación y la comprensión de los alcances de postulados que son propios de la 
subespecialización en materia de competencia económica. Consecuentemente, los órganos 
jurisdiccionales en materia administrativa especializados en competencia económica, radiodifusión y 
telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República 
Mexicana, son competentes para conocer de los juicios de amparo promovidos contra el Acuerdo 
A/058/2017 emitido por la comisión reguladora de energía. 
 
PLENO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA 
ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
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APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. PARA DETERMINAR SOBRE LA 
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE VIOLACIONES A DERECHOS FUNDAMENTALES, EL 
TRIBUNAL DE ALZADA DE OFICIO DEBE ANALIZAR INTEGRALMENTE LA SENTENCIA DE 
PRIMERA INSTANCIA, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL APELANTE SE INCONFORME SÓLO 
CON UNO DE LOS ASPECTOS DE ÉSTA, Y PLASMARLO EN LA SENTENCIA QUE EMITA PUES, 
DE LO CONTRARIO, VULNERA EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL, EN SU VERTIENTE DE 
ACCESO A UN RECURSO EFECTIVO. 
 
De los artículos 20, apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 2o. del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas, obliga al tribunal de alzada que conozca del recurso de apelación 
promovido contra la sentencia definitiva dictada en el sistema penal acusatorio, a efectuar el estudio 
oficioso de los temas esenciales relativos a la demostración de los elementos del delito, la acreditación 
de la responsabilidad penal del acusado, así como la individualización de sanciones y reparación del 
daño, para constatar si existe o no violación en esos aspectos, aun cuando el sentenciado no los 
hubiere alegado en sus agravios, pues sólo de ese modo, esto es, examinando exhaustivamente el 
actuar del tribunal de enjuiciamiento, estaría en aptitud de verificar la existencia o inexistencia de 
violaciones a derechos fundamentales del enjuiciado, lo cual conlleva la necesidad de plasmarlo en la 
sentencia que se emita, pues la sola mención de haber efectuado el análisis integral de la resolución 
apelada no basta para brindar certeza jurídica al sentenciado. En este sentido, cuando la autoridad de 
segunda instancia no realiza el estudio de la acreditación del delito y la demostración de la 
responsabilidad penal de los enjuiciados, limitándose únicamente a responder los agravios planteados 
respecto de la individualización de las sanciones y la reparación del daño, al considerar que en términos 
del primer párrafo del artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales, quedaron firmes los 
temas que no fueron expresamente impugnados, dicho proceder vulnera el derecho humano de tutela 
judicial a un recurso efectivo, previsto en los artículos 17 de la Constitución Federal, 8, numeral 2, inciso 
h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, respecto del cual, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la 
sentencia dictada en los Casos Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, Mohamed Vs. Argentina y Liakat Ali 
Alibux Vs. Suriname, determinó que, el fin del recurso es garantizar el acceso a un medio ordinario de 
defensa que otorgue la posibilidad de una revisión integral y amplia de la decisión impugnada, la cual 
debe incluir todas las determinaciones esenciales en las que se sustenta el fallo recurrido pues, de otra 
manera, el recurso sería ilusorio, al no poder revisar la actuación del Juez de primera instancia. En 
consecuencia, la autoridad de segunda instancia se encuentra obligada a realizar el estudio integral de 
la sentencia de primer grado, con independencia de que la parte apelante se haya inconformado sólo 
con uno de los aspectos de esa resolución, habida cuenta que el legislador federal le confirió potestad 
para hacer valer y reparar de oficio a favor del sentenciado, las violaciones a sus derechos 
fundamentales, encomienda que no podría cumplirse si se estimara legal la posibilidad de omitir el 
análisis de los aspectos sustanciales que conforman una sentencia en materia penal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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ADQUISICIÓN DE INMUEBLES. EL VICIO DE INCONSTITUCIONALIDAD DETECTADO EN EL 
DECRETO NÚMERO 232 QUE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 28 BIS-1 DE LA LEY DE 
HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, PUBLICADO EN EL 
PERIÓDICO OFICIAL LOCAL EL 29 DE DICIEMBRE DE 2014, NO AFECTA, MODIFICA O ALTERA 
EL SISTEMA NORMATIVO QUE REGULA EL IMPUESTO RELATIVO. 
 
El vicio de inconstitucionalidad detectado en el Decreto Número 232, referente a la falta de refrendo del 
secretario de Finanzas y Tesorero General del Estado, que prevé la reforma a la fracción I del artículo 
28 bis-1 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Nuevo León, que establece que el 
impuesto sobre adquisición de inmuebles se cubrirá a una tarifa única especial por cada inmueble 
equivalente a 7 cuotas en las adquisiciones realizadas por instituciones de beneficencia privada y 
asociaciones civiles legalmente constituidas y certificadas por la Junta de Beneficencia Privada del 
Estado de Nuevo León, respecto de los bienes destinados exclusivamente a sus fines, no afecta, 
modifica o altera el sistema normativo que regula al impuesto sobre adquisición de inmuebles, porque 
ese sistema se refiere a los elementos esenciales de las contribuciones, los cuales no sufrieron 
alteración alguna, y porque únicamente implicó la inclusión de asociaciones civiles cuyo fin se traduce 
en un beneficio para la sociedad (con la debida certificación de la Junta de Beneficencia Privada del 
Estado), pero no varía el contenido del resto de los artículos que prevén lo relativo a los sujetos del 
impuesto, su objeto, la determinación de su base o la época de pago, es decir, no es posible estimar 
que sobre la mecánica del tributo haya operado un cambio formal con motivo de dicha reforma, ya que 
permanecieron intocados el resto de los numerales que conforman el sistema normativo del tributo. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
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